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.le frauquco ó libranzas del giro mútuo. - PREClO DE SUSCRICION: 3 rs. al mes en Valencia y 8 por bimestre fuera, franco de porte.
¡,Scgun la Ley dc Enjuiciamiento civil pue­
den ser recusados los jueces dc paz?
Aficionados al periodismo y aprovechando
ln ocasión que nos ofrecen nuestros dignos
compañeros los redactores del F'oRO, vamos á
tratar una cuestión que creemos lo es por la
divergencia con que hemos aida opinar sobre
el punto que la motiva.
Era indispensable un cámbio en nuestro
procedimiento civil � no podia menos de ohrar-.
se éste y tas cortes constituyentes á las que de­
bemos la reforma hicieron un bien, nunca un
mal, la reforma tendrá sus defectos, no lo du­
damos, untes al contrario, 10 decimos muy"
claro , y tanto que si así no fuera la pluma no
estarie en nuestra mano.
Nunca lo que han hecho los hombres ha
podido llamarse perfecto, perfectible si , lo
lluevo será mejor que 10 antiguo, efecto de lo
que observa y adelanta la racional inteligencia,
pero aquel jamás llegará al non plus ultra,
jamás estinguirá el deseo, y el deseo á ma­
yores cosas; mil negaciones no dan de sí una
afirrnacion , mil ceros no producen una unidad,
y todos los miles de hombres que suponer·
se quieran imperfectos como deben ser no
llegarán nunca á tocar con el dedo la perfec­
cion. Mas aun, la perfección absoluta no se
.
encontrará jamás en la legislacion, y esto es
cierto, certísimo y de verdad que nadie pue­
de impugnar de verdad para la cual no hay ré­
plica posible. La legislacion aunque sea cien­
cia moral en lo que convenimos y esté asen­
tada sobre invariables principios 1 no obstante
en su forma participe de un carácter acomoda­
ticio , se dobla á las ideas, se dobla á los tiem­
pos y á otras causas, la ley buena ayer es mala
hoy, la ley recibe mudanzas, continuamente se
modifica, y aun suponiendo que en su mutacion
adquiera mejoría, es cosa sabida que no hay
uno que sepa á dónde puede llegar y hasta dón­
de aquella se puede estender , hasta dónde cabe
perfeccionar 10 que se quiere; nadie absoluta­
menle nadie lo conoce, y cuando hubiera ál­
guien que lo conociera, ninguna ley recibiria
mas de una reforma con ésta sola impresa por
quien poseyese una inteligencia suma, bastaba
y no se necesitaba más.
y pregunto, ¿qué pais, por civilizado que
sea, sus leyes no las ha variado en mas de una
ocasion? Ninguno; no habrá nadie que designe
nacion antigua ni moderna donde una institu­
cion que haya radicado no haya sufrido más de
un retoque, y esto es debido â que la inteligen­
cia, cuya esteusion no tiene limites, á pesar de
lo que hall dicho los materialistas una y otra
vez ha notado defectos y ha tenido que cor­
regirlos, por lo que queda demostrado que la
Ley de enjuiciamiento civil entra en la esen­
cia de cualquiera otra que puede tener sus va­
cios, y uno de ellos, que en sus líneas intuiti­
vamente se nota , es el que sirve de epígrafe á
nuestro trabajo. Si se pregunta ¿es justo se re­
cuse si hay motivo á los que desempeñan las
judicaturas de paz? Cualquiera contestará que
si por que son jueces y nada mas. La mision
que éstos desempeñan en la tierra se refleja
en los mandatos que el Omnipotente. ha enviado
';
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desde el cielo, y si se leen los divinos libros
custodios de las eternas verdades, libros que
durarán mas que el firmamento , que presencia­
rán la destrucción de los elementos, y que so­
brevivirán á los, hombres para juzgarles, allí
encontraremos que el Juez debe juzgar lo que
justo sea, ora litigue el grande ó el pequeño, el
rico ó el pobre, no haciendo ninguna distincion,
porque Dios, de quien es el juicio, no la hace.
La imparcialidad es cualidad que debe estar
pegada al Juez, sin ella no puede administrar
justicia; el Juez no debetorcer su vara ni há­
cia la derecha ni hácia la izquierda, sino man­
tenerla recta, de otro modo no cumple, y como
todo está sujeto al abuso para el que pueda come­
ter el que egerce el poder judicial, se ha dado
en todas las legislaciones cabida á un remedio J
y hé aqui la recusación.
Recusacion arma de defensa contra ,la par­
cialidad, de la que no están exentos los Jueces
de poz de ninguna manera, y antes por el con­
trario, éstos son personas en las que la razón
legal mas plenamente milita.
Abogados en gran número, vecinos todos
de los pueblos donde egercitan Sil cargo tal vez
hijos ó en ellos nacidos, con cualidades para ser
alcaldes ó tenientes, mayores de 2n años, et-
.
cétera , es muy fácil se encuentren con causa de
recusación, fácil que sean consanguíneos ó afines
de uno de los litigantes dentro del cuarto grade,
que los hayan patrocinado en los pleitos que en
éstos les ligue interés directo ó indirecto , que
los tengan con la persona que los recuse, que
hayan acusado ó denunciado á la misma, que
sean sus enemigos. manifiestos ó amigos Ínti­
mos I todo ello puede ser cierto , certísimo,
pero no obstante el argumentar no sirve, y es
baladí é inútil para la aplicacion del derecho
constituido, en los escaños de un congreso
magnífico, bajo el dosel de un tribunal nó, y
esto debe atenderse, debe considerarse indis­
pensablemente , al examinar y discurrir sobre
recusacion de Jaeces de paz, no acudiremos á la
filosofía legal sino al texto de la ley; Ia filosofía
plantea y decide la cuestion en altas regiones,
el texto en regiones mas bajas, y como quiera
que la pregunta que es objeto de nuestro artícu­
lo no es una teoría pura, sino una cosa muy
práctica, no tenemos pues que caminar por la
senda filosófica sino encerrarnos en el texto de
la ley, sirviéndonos él mismo de guia en nues,
tra resolucion. El texto á dichos Jueces los hace
irrecusables , y para nosotros basta, se nos po­
drá tildar de rigoristas, pero viviremos en la
creencia de que no pecamos, porque en el de­
recho constituido el rigorismo es un principio,
se enseña et dura lex sed lex post qttam le­
ges late sun: non de ipsis sed secundum
ipsas [udicasulum est, judex non est arbi­
ter sed minister legis. Estas máximas son
algo, algo valen, no están en balde escritas , y
con ellas y con la letra de la Ley de enjuicia­
miento probaremos que no pueden ser recusa­
dos los Jueces de paz.
El artículo 120 se espresa en estos tér­
minos el Presidente, Présidentes de Sala y Mi­
nistros del Supremo Tribunal de Justicia los
Regentes présidentes de Sala y los Ministros de
las Audiencias y los Jueces de primera instancia
no pueden ser recusados sino con causa.
Aquí está el personal recusable. ¿ Se ha­
llan los Jugees de paz? No.
Otro artículo, el 140, dispone que todos los
suhalternos del Tribunal Supremo de las A u­
diencias y juzgados de primera instancia pue­
dan ser recusados con causa ó sin ella,' ¿ son su­
balternos los Jueces de paz? tampoco; pues
punto concluido, no pueden ser recusados si la
letra de la ley ha de ser una verdad. Para nos­
otros vale mucho la acepcion literal porque es­
presa de una manera muy clara la intencion
del legislador, y es la que tiene que seguirse;
por lo que toca al punto de que tratamos,'
habrá sido un olvido ó un descuido del Fa­
cedar de la ley en hora buena; mas ha de
entenderse que á nadie le es dado enmendarle
ni suplirle; ¿ y por qué? porque estamos per­




rior al corregido, que un Juez supla una omi ...
sion de un litigante convenido, el Juez es mas
y ellitigante es menos, pero que practique con
el legislador lo propio no porque no está en
la misma relacion allá está encima y en una
eminencia que le dá el derecho aquise sienta
in subseliis en un puesto, inferior, pretores
entre nosotros ninguno, no vivimos en Roma
sino en España y asentamos por lo tanto nues­
tras doctrinas con fundamento porque la inter­
pretacion de las leyes ft. nadie corresponde mas
que al que las establece; illius est inter­
pretari cujus et condere, principios ql1e apo­
yan nuestras compilaciones legales el fuero, las
partidas, el ordenamiento, las leyes de Toro sien­
do sobre ello notabilísimas las palabras de la pri­
mera donde dicen los nunca bien alabados reyes
católicos que al Rey pertenesce y ha poder
de hacer fueros y leyes y de las interpretar
y declarar y enmendar donde viere que
cumple; donde consignan que si en los di­
chos fueros ó en los libros de las partidas
sobredichas ó en este nuestro libro ó en
alqunas leyes de las que en él se contie- "
nen fuere menester declaracion é inter­
pretacion ó enmendar, añadir ó tirar ó
mudar por nos que lo hagamos é si algu­
na contrariedad paresciere en las leyes
sobredichas entre sí mesmes ó en los fue­
ros ó en cualquier de ellos ó alguna duda
fuere hallada en ello, ó algun hecho por
que por ellas no se pueda librar que nos
seamos requeridos sobre eso, porqtte ha­
gamos interpretacion y declaracion ó en­
mienda de entendiéremos que cumple ó
hagamos ley nueua ,la que entendiéremos
que cumple sobre ello porr¡ue la justicia y
el derecho sea guardado; ¿si pues la inter­
pretacion es dellegislador el que sea Juez con
qué derecho se ingerirá á interpreter? con nin­
guno , la seca aplicación legal es lo que le in­
eumbe y nada mas y aplicando las disposiciones
de nuestro enjuiciamiento civil el Juez de paz es
de recusación insusceptible no solo por no fieu �
.
o
rar entre los recusandos J pOl' no estar entre ellos
designado sino por otras razones que emitimos
y á la consideracion pública ofrecemos.
El artículo t 22 dispone que cuando la causa
de la recusacion fuese anterior al principio del
pleito, deberá hacerse aquella en el primer es­
crito que se presentase por las partes.
Ahora bien, no puede distinguirse cosa
mas clara, el artículo que hemos copiado es UHa
demostracion de nuestra idea, nosotros siem­
pre hemos creido lo mismo, hemos abundado
siempre en esta misma idea; en el primer es­
crito se dice, y' pOI' de contado se ha de dar por
, admitido, y muy admitido, que en los asuntos
en que la recusacion se intenta, no es uno, sino
que son dos, tres Ó mas los escritos que á la ac­
tuacion se importan: Siendo así, abramos la Ley
de enjuiciamiento civil, y veamos los negocios
en los que interviene la autoridad de los Jueces
de paz; primero, juicios dé conciliacion; se­
gundo, juicios verbales; tercero , embargos
preventivos ; cuarto, 'abintestatos.
En los juicios de conciliacion no hay es­
crito ninguno, el intentarlos es pOf medio de
papeletas firmadas pol' el interesado ó un testi­
go si aquel no pudiese; la demanda, contesta­
cion, réplica y contraréplica , si la hubiese, son
de procedimiento plano; en una palabra, no
hay escritos; no habiéndolos, faltando la forma
recusatoria , faltando la forma legal con la que
llevamos al Tribunal el recurso, ¿ con cuál la
sustituimos? con n inguna , fuera de que los
Jueces de que nos ocuparnos son Jueces cuya
misión en los actos conciliatorios es de avenir,
no de juzgar, y ningun mal pueden inferir; en
aquellos los contemplamos de recusacion age­
nos al menos mientras no haya cosa convenida;
cuando á este punto haya llegado el acto entran
en la esfera de egecutores, en la que caben'
soto si el interés que se tercia no escede de
seiscientos reales: supongamos, pues, que nos
encontramos con que un Juez de paz sea ege­
cuter � es nuestra pregunta, ¿se le podrá recu­
sar? no) porque el diligenciado bajo el cual tiene
I;
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136 está concebido en los siguientes términos:
Se le impondrá además una multa divisi­
ble por mitad entre el fisco y el coliçanie
que no podrá buja» de doscientos reales
ni subir de mil; si el recusado fuese Juez
de primera instancia de cuatrocientos, y
dos mil si regente, presidente de sala ó
ministro de Audiencia, y de seiscientos y
tres mil si Presidente del Tribunal Su­
premo de Iusticia de cualquiera de sus
Salas ó Ministro del mismo. Nuestro pro­
cedimiento castiga las recusaciones atrevidas,
cumpliendo como debe con lo que exige la mas
severa justicia, pero señala Ills penas cuando se
trata de cualquiera que ocupa grado en la escala
del órden judicial, no así con los jueces de paz�
á quienes omite siendo esta circunstancia el
precedente mas seguro de que el legislador no
tuvo intencion de hacerlos recusables, no quiso
que por este medio se les inhibiesen y dejasen
de llenar su cargo, omision es reparable, so­
bre ella hemos fijado nuestra atencion , y sobre
otra lo haremos igualmente con el objeto de dar
cima á nuestro artículo. Los t 37 Y 138 de la
Ley de enjuiciamiento de que hemos hablado
espresan: primero, que confirmado el auto en
que se denegase la recusación se condenará
siempre en costas al apelante, y el segundo,
que revocado el mismo auto el tribunal superior
mandará remitir por conducto del regente al Mi.
nistro de Gracia y Justicia testimonio de la sen­
tencia revocatoria , para que se una ul espedien­
te del Juez que hubiese dictado la apelada. Aho·
ra bien, cómo puede ser lo último respecto á
los Jueces de paz? ¿En el Minister io hay de ellos
espediente alguno? no, aun cuando sean Jueces,
ni son de Heal nombramiento, ni están en la
judicial carrera , ni puede serv irles de nota el
háber sido recusados. Del Gobierno nada espe­
ran, no son empleados públicos, entre ellos, los
Magistrados y Jueces de primera instancia me­
dia un semi-abismo, media una distancia enor­
me, distancia que hace inaplicable la disposi­
cion de que se trata; acabemos pues, aquella
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que obrar es el prevenido para la egecucion de
sentencias, en el que por tan inferior cuantía
somos de opinion que no pueden mediar escri­
tos, y esta circunstancia nos priva del medio
recusatorio. Hasta aquí juicios de conciliacion:
¿ y qué diremos de los verbales? insistiremos
en nuestro tema, no se escribe, no se recuso;
es decir, las partes no presentan primeros ni
segundos escritos y no es factible que recusen
en los embargos preventives menos porque los
Jueces de paz está n circunscritos á decretarlos,
y después de hechos á remitir á los de primera
instancia las diligencias, no tramitan mas, mas
conocimiento. no tienen; y, por último, en los
abintestatos tampoco pues que solo lo que ofi­
cialmente y sin instancia de parte egecutan es
la adopcion de las medidas mas indispensables
para el enterramiento del-difunto y la seguridad
de sus bienes, la provision de tutor y curador
á los menores inoapacitados en el CliSO de que
no lo tengan, la ocupación de aquellos, de los
libros y papeles, y el dar aviso á lo" parientes
de IJ muerte de la persona á cuya sucesion se
les crea llamados; - para todo esto no se necesi­
tan escritos, ni son ciertas muchas veces las
personas Il quienes quepa el derecho de presen­
tarlos; los abintestatos de oficio tienen lugar
cuando el fallecido es algun pasagero ó estran­
gero, y cuando ocurre un acontecimiento de
esta clase lo regular es que no se hallen presen­
tes los interesados ó personas que puedan recla­
mar ó solicitar cosa alguna; tanto es así, que
otra de las facultades que se conceden á los Jue­
ces de paz en defecto de los de primera instancia
es la de averiguar si tienen parientes herederos,
la de nombrar albaceas dativos, la de elegir ad­
ministradores , y en una palabra .J se nota que el
proc-edimiento es instado de oficio y sin moeion
de parte, la que ni produce escritos ni cuenta
con oportunidad en ellos para recusar á los que
desempeñan las judicatures de paz.
Es vista pues la irrecusacion de éstos
atendido el texto de la Ley de enjuiciamiento
civil, sobre la cual varnos â insistir. El artículo
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J otras que hemos trascrito de la Ley de enjui­
ciamiento nos revelan la irrecusacion de los
Jueces de paz, irrecusacion que vemos muy
clara en sus líneas y que insistimos en decir que
á menos que la ley nose corrija ú otra cosa, no
se ordene en el foro debe defenderse , como
hemos defendido, el que ningun Juez de los á
que alude nuestra pregunta está sujeto ya á re­
cusacion tenido: hé aquí nuestra opinion, que
emitimos con la convice ion mas profunda y basta.
Manuel Losilla,
¡El articulo 64' de la Le,. de enjuicia­
miento civil que determina los términos de
los desahucios, ha derogado el art. 1),0 del
decreto de las cortes de S de Junio de ISI3,
resta.blecido por Real decreto de 16 de Se­
tiembre de IS36, que establece el año del
desahucio en los predios rústicos, ,.la le,. de
9 dc Abril de IS42, en cuantó prescribe que
en los arJ.·endamientos de predios urbanos, se
guarde la costumbre general del pueblo, ,.
en otro caso avise el dueño al inquilino con
,
cuarenta dias de anticipacion'?
Entre las varias cuestiones á que ha dado
Jugar la aplicacicn práctica de la ley de enjui­
ciamiento civil, indudablemente ha sido y es '.
aun una de ellas, la que sirve de proposicion á
las presentes observaciones. Para ello ha con­
tribuido por una parte la forma de codificacion
moderna adoptada por aquella ley, donde en
muchas ocasiones las palabras no espresan corn­
pletamente el pensamiento dellegislador, y por
otra la diversidad de posicion y de derecho que
la ley establece entre el dueño y el arrendata­
rio ó el inquilino, y por consiguiente la distinta
interpretacion que el interés privado ha dado
continuamente á las disposiciones que gobier­
nan la materia de desahucios. Hoy pues que las
dificultades que naturalmente presenta por aho­
ra el necesario ensanche de nuestra ciudad, ha
puesto en mauos de los dueños de fincas urba­
nas el monopolio de fijar á su arbitrio las reglas
de su aprovechamiento, y ha hecho mas (re­
cuentes las cuestiones de desahucio, interesa
sobremanera fijar con buen deseo las que ema­
nan de la aplicacion práctica del art. 647 de la
Ley de enjuiciamiento civil y la acertada inteli­
gencia que al mismo han dado las salas de jus­
ticia de esta Excma. Audiencia, en los diversos
casos que hasta el dia han tenido que resolverse.
La cuestion sobre la cual vamos il emitir
nuestro insignificante juicio, se resuelve fácil­
mente en nuestro sentir con solo atender á la
verdadera naturaleza de las disposiciones que se
suponen derogantes y derogadas. La ley de 13
de Mayo de 1855 solo autorizó al legislador
para 'proceder á ordenar y compilar las leyes y
reglas del enjuiciamiento civil con sujeción á
ciertas bases, entre las que se encontraba la
de restablecer en toda su fuerza las reqlas
cardinales de los juicios; consignadas en
nuestras antiguas leyes, introduciendo las re �
formas que la ciencia y la esperiencia aconseja '.
sen, y desterrando todos los abusos introduci­
dos en la práctica. Su límite era por lo mis­
mo conocido. La Ley de enjuiciamiento civil
solo tenia por objeto fijar las reglas cordi­
nales de los juicios. Era como muy acerta­
damente indicó el Sr. Fiscal del Tribunal Su.
premo de Justicia en su dictámen de 12 de Se­
tiembre de 1857, sobre la intervención del \
ministerio fiscal en los incidentes sobre la decla­
rae ion de pobreza, y como implícitamente vino
á declararlo despues la Heal órden de 5 de Fe­
brero del corriente afio, leyes de modo que
por su naturaleza y fines se circunscriben El fijar
,las formas judiciales del derecho, sobre cuyo
fondo cumple decidir á la Ley civil, aternperán­
dose ésta" empero, en su mas elevada misión, á
la esencia de las cosas, describiendo al efecto
los principios del derecho natural. En efecto,
las leyes civiles son las que crean ó niegan de­
rechos, porque tal es su verdadera naturaleza;
pero las de procedimientos deben siempre limi­
tarse á establecer los medios mas convenientes
y acertados para utilizar nuestros derechos cuan­
do se está en el caso de pedir, ó para defen ..
dernos, cuando no hay justicia eh lo que se nos
reclama. Las leyes de procedimiento establecen
únicamente la forma en que deben entablarse
•
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fuisse dada á su Señor, y este mismo prin­
cipio adoptaron después el decreto de las cor­
tes del año 18 t 3 J establecido en el 36, Y la
ley de 9 de Abri I de t 852. Existiendo -' pues,
término marcado para la duracion del contrato,
debe respetarse la convencion tal Como se haya
celebrado, y en este caso la demanda de de­
sahucio , con arreglo al art. 338 de la Ley de
enjuiciamiento civil, solo deberá fundarse en
el cumplimiento del término estipulado en el
arrendamiento de Ia finca, ya sea rústica ó ur­
bana, y no puede existir duda de ninguna es­
pecie, en que dada al juicio de instruccion ver­
bal correspondiente , se acordará el desahucio
en los términos que prescribe el art. 6i7 de la
mencionada Ley, que en esta parte no ha hecho
mas que regular la forma en 'que debia cum­
plirse la ley t8, tít. 8, partida 5. tl, el artí­
culo 5. o del decreto de las cortes de 1813, res­
tablecido en 1836 , Y el 2.0 de Ia ley de 9 de
Abril de 1842, que es donde se deferminan los
derechos que competen al dueño en los arrien­
dos por tiempo determinado.
Pero la duda y las cuestiones promovidas
ya resueltas hasta la fecha han tenido lugar eu
aquellos arriendos, que como por regla general
acontecen en los predios sitos en esta ciudad,
no se establece tiempo alguno de duracion. En
ellos debe suponerse que las partes contratantes
se han reservado el derecho de ponerles tér­
mino, cuando lo orean conveniente, en cuyo
caso deben reputarse iguales los derechos del
dueño y del inquilino ó arrendatario. Los lími­
tes de esos mismos derechos están sancionados
por dos distintas disposiciones. El art. 5. o del
decreto de las Cortes de 1813, restablecido en
1836, establece que si tres dias ó mas después
de concluido el término, permaneciese el arren­
datario en la finca con aquiescencia del dueño,
se entenderá arrendada por otro año con las
mismas condiciones, que es lo que disponía la
ley 20, tít. 8, part. o.a y.el art. 6.0 dice, que
los arrendamientos sin tiempo determinado, du­
rarán á voluntad de las partes, pero cualquiera
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Jas acciones y las escepciones. Presuponen, es
verdad, derechos y una ley civil, pero esto ja­
más destruirá el principio de que las Leyes de
enjuiciamiento por su misma naturaleza son im­
potentes para derogar las Jeyes civiles y susfun­
darnentos, Distintas en sus causas habian de ser­
lo tambien en sus efectos, como lo demuestran,
con muy delicada pluma, los comentaristas de
Ia I...ey de enjuiciamiento civil, y se desprende
de la naturaleza y principal objeto de la misma
Ley. Tampoco basta á destruir esta observacion
la disposición del art. 1415 de la citada Ley, y
porque segun él solo quedan derogadas todas las
leyes, y demás disposiciones en que se hayan
dictado reglas para el enjuiciamiento ci­
vil, á cuya categoría no pertenecen ni la ley
20, tí t. 8, partida 5.a, ni el decreto de las
cortes de 8 de Junio de 1813, restablecido'
por Real decreto de 16 de Setiembre de 1836,
ni la ley de 9 de Abril de 1842.
Todas estas disposiciones, cuya bondad
ensalza su continuada observancia , lejos de
dictar reglas para el enjuiciamiento civil,
Jas establecen muy determinadas en cuanto á la
duracion y término de los contratos de arrenda­
mientos de predios rústicos y urbanos, ya que
son diferentes los modos como pueden celebrar­
se. Se celebra á tiempo cierto, cuando los con­
tratantes estipulan un número de años determi­
do y se contrae por un período indeterminado,
cuando no se establece tiempo alguno de dura­
cion, como acontece cuando únicamente se
conviene en que el precio se entregará por tri­
mestres, semestres ó anualidades, pues esto
constituye la forma del pago, no el término ni
duracion del contrato.
Cuando el arrendamiento se ha celebrado
por un tiempo determinado , claro es que con­
cluye por el trascurso del que voluntariamente
estipularon las partes, como medio ordinario de
estinguir toda obligacion. La ley de Partida,
siguiente á la romana, dispuso que cumplido
seyendo el tiempo del arrendamiento ó del
loquero debe ser tornada la cosa que assi
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de ellas que quiera disolverlos podrá hacerlo
así, avisando á la otra un año antes. En lo re­
lativo á casas y otros edificios urbanos el artí­
culo 2,0 de la ley de 9 de Abril de 1842 esta­
blece que si no se hubiese fijado tiempo ni pac­
tado desahucio, ó cumplido el tiempo fijado
continuase de hecho el arrendamiento por con­
sentimiento -túcito de las partes, el dueño no
podrá desalojar al arrendatario, ni éste dejar el
predio sin dar aviso á la otra parte con la anti­
cipacion que se hallare adoptada por la costum '"
bre g�neral del pueblo, y en otro caso con
la de cuarenta dias. La ley pues, establece una
igualdad provechosa entre los derechos de am ..
bas partes contratantes, y détermina con clari­
dad el término de los contratos de arrenda­
miento en que no se determinó su duración.
y claro es que si el término legal en los arren­
damientos por tiempo indeterminado no llega
hasta que trascurra el año de tiempo que el
dueño ha de conceder al colono, ó los cuarenta
dias, que la falta de costumbre, deben conce­
derse tambien á todo inquilino, la disposición
del art. 647 de la Ley de enjuiciamiento civil
solo puede tener lugar en dicha clase de arrien-
"
dos ; cuando el contrato pueda decirse legal­
mente terminado, que lo será desde el momento
en que espire el año ó los cuarenta dias que el
dueño debe conceder al colono ó al inquilino
para dejar vacía una propiedad rústica' ó urbana
segun el caso, En apoyo de estas observacio­
nes puede citarse la egecutoria recaida en los
autos instados por José Martinez en el juzgado
de 1. a instancia de Mon,cada, contra los hijos
y herederos de Vicente Muñoz, en los que
propuesta demanda de desahucio sin haber
precedido et aviso que determina el art. 6.0 del
decreto de. las Cortes de 8 de Junio de 1813
restablecido por Real Decreto de 16 de Se­
tiembre de 1836, y habiendo accedido á ella
el Juez inferior, se interpuso apelación por
parte de los reconvenidos, y la Escelentisima
Sala 1. a revocó la sentencia apelada y declaró
que el desahucio solo podia tener lugar despues
que hubiese trascurrido el año comunmente lla­
mado de desahucio, á contar desde el dia en
que se celebró el juicio de conciliacion , por ser
Sill duda donde constaba el primer requirimiento.
y por lo que hace relacion á casas eo esta ciu­
dad, tambien puede tenerse presente la egccu­
toria obtenida por el Sr. Marqués de Almunia
en el juzgado del cuartel del Mar de esta ciu­
dad, contra una persona harto conocida en
la misma.
Véase, pues, cómo se demuestra y se jus­
tifica satisfactoriamente que lejos de derogar
el art. 647 de la Ley de enjuiciamiento civil el
art. 5.0 del decreto de las Cortes de 1836, res­
tablecido en 1813, Y el 2.
o de la ley de 9 de
Abril de '842, les sirve de complemento ha­
biéndose por él llenado uno de los mas impor­
tantes vacíos de nuestro antiguo procedimento.
Antes existia el derecho, pero no la forma á
que debia sujetarse el uso del mismo, Hoy la
Ley de enjuiciamento civil, sin salir del circu­
lo que le traza la naturaleza de sus mismas dis­
posiciones, establece el modo de pedir el de­
sahucio antes anómalo é irregular, sin menos..
cebar en lo mas mínimo el derecho de las
partes, y las leyes que los establecen y de ..
terminan.
Lo espuesto hasta aquí solo puede tener
cabida y aplicacion , cuando el dueño, y el co­
lono ó el inquilino en su caso, cumplen sus res-
"pectivas obligaciones, pero cuando acontece lo
contrario, esto es, cuando ó no se satisface el
precio estipulado, ó se falta á las demás condi­
ciones del contrato J entonces el desahucio pue­
de solicitarse desde luego, porque ni la ley con­
servaria entonces una con venien te igualdad,
ni legalmente puede sostenerse que existe con ...
trato desde el momento en que por voluntad
de una de las partes, se I'e destruye uno de sus
requisites esenciales, El art. 5,0 del decreto
de las cortes de 1813, restablecido en 1836,
dispone, que aun en los arriendos por tiempo
determinado el dueño no podrá despedir al ar­
rendatario, sino en los casos de no pagar la ren-
paso en los procedimientos, siquiera parezca á
primera vista de poca importancia I compromete
á veces el éxito definitivo del negocio, ó cuando
menos ocasiona gastos y dilaciones, que nuestra
conciencia no puede permitir si han de ser in­
fructuosos.
El caso práctico de que vamos á ocuparnos
pertenece á la última clase: es posible que se
repita con frecuencia; y como creemos probable
que, en vista solo de la ley, hayan formado
nuestros compañeros ideas contrarias â las que al
parecer prevalecen en los tribunales, dándoles á
conocer las de éstos rectificarán las suyas, si 110
en el campo de la teoría, en el terreno de la prác­
tica, donde, para evitar como hemos dicho gastos
inútiles, importa mas saber lo que podemos con­
seguir que lo que en nuestro juicio debemos de­
mandar; cosas por desgracia muy distintas, á
consecuencia de la diversidad de pareceres, á
que siempre han dado y darán lugar las leyes.
El hecho es que N ... reconvino á T ... para el
pago de cantidad; y, conferido traslado, se formó
artículo de incontestacion, porque no se habían
numerado en la demanda los hechos y los funda':"
mentos de derecho, ni se habia determinado la
clase de accion que se egercitaba. Oido el actor
contestó; que, aun cuando la numeracion exigida
era una nimiedad, 'estaba pronto á subsanar el
defecto, para lo cual se entendiese, que el párrafo
que principiaba con tales palabras llevaba el nú­
mero 1. o, el que seguía el 2, Y así sucesivamen­
te; y en cuanto á la falta de espresion de la ac­
cion, creia que no habia vicio, porque á uno, á
quien se le debe una cantidad, le basta recla­
marla.
El Juez de primera instancia no dió lugar al
artículo; y habiendo subido los autos á la Audien­
cia por apelacion del demandado, se procedió á la
vista, en la que el director de aquel tuvo la hon­
ra de esponer á la Sala las siguientes' breves con­
sideraciones , que podrán servir de juicio crítico.
El artículo 224 de la l�y de enjuiciamiento
civil dispone terminantemente, que en la deman­
da se espongan numerados los hechos y los fun­
damentos de derecho y se determine la clase de
accion que se egercite. Las demandas que no se
acomoden á estas reglas deberán ser rechazadas
de oficio por los Jueces , segun dispone el artí­
culo 226. Pero conociendo la ley que algun Juez
podia por inadvertencia faltar á este precepto,
dejó á salvo á los particulares, por el artícu­
lo 237, el derecho de inconlestacion por defecto
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ta, tratar malla finca ó faltar li las condiciones
estipuladas, y aunque la ley de 9 de Abril de
J 842, no indicó cosa alguna sobre el parti­
cnlar , aquella disposicion debe hacerse eslen­
siva á los arriendos de casas y otros edificios
urbanos, porque éstos son iguales por su natu­
raleza á los arrendamientos de tierras y predios
urbanos, y donde existe la misma razón debe
aplicarse igual disposicion de derecho.
La forma que ha de guardar el juicio de
desahucio, cuando alguna de las partes falta á
cualquiera de las condiciones estipuladas" es la
que determina el art. 669 y siguientes de la ley
de enjuiciamento civil. Verbal, si el demandado
conviene con los hechos que sirven de funda­
mento á la reclamación. Ordinaria, si mani­
fiestasu no conformidad. En esta última parte,
la aplicacion práctica de la ley ha hecho notar
que ésta deja ámplio lugar á la temeridad de
los litigantes, que las mas de las veces por. in­
terés particular ó por amor propio mal enten­
dido, obligan al dueño il soportar las conse­
cuencias de un litigio que al fin le ofrece un
resultado negativo. Prescindiendo por ahora de
tratar sobre la manera de suplir en esta parte
el silencio de la ley. Creemos haber termina­
do nuestra tarea, demostrando negativamente
la proposicion que hemos tratado en el presente
escrito y emitiendo nuestro insignificante jui­
cio acerca de los particulates que comprende,
para que otros con mas delicado criterio y ma­











Crónica de los Tribunales.
CASO PRACTICO. '
No creemos que deban figurar en est.a parte
de nuestra revista solo aquellos casos en que se
decidan cuestiones trascendentales: en algunos se
toman resoluciones mas modestas, que no intere­
san mucho á la ciencia; y, ello no obstante J con­
veniente es que sean conocidas, porque un mal
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legal en el modo de proponer la demanda. En la
del caso de que se trata se había faltado á las
reglas que establece el artículo 224, Y por consi­
guiente, aparecia clara la procedencia de la es­
cepcion dilatoria.
El fundamento legal de la misma era sencillo,
y lan eficáz , que casi parecia inútil ocuparse de
las razones con que eL actor procuraba sostener
su demanda.
Decíase en primer lugar, q�e la numeracion
de los hechos y los fundamentos de derecho es
una nimiedad; y esto, lejos de ser argumente,
debe tomarse como ataque á la ley, pues decir
que es nimia, es calificarla con suavidad de in­
justa, ó al menos poco filosófica. Sin embargo,
aun en ese terreno, abierto para los legisladores
que reforman, pero vedado á los tribunales que
solo aplican lo establecido, tenia defensa la ley,
que quiere la numeracion de los hechos y los
Iundamentos de derecho; pues nunca serán bas­
tantes lBS medidas que se tomen, para conseguir
que en los negocios judiciales se precisen las
cuestiones, único modo de evitar Ia vaguedad y
la complicacion. Así decia 'un célebre escritor,
que no se puede discutir con provecho si no se
define y propone con exactitud : lo cual es mas
necesario en los juicios, donde no solo hay dis­
cusion , si que lambien pruebas, que se han de "
acomodar estrictamente á los antecedentes senta­
dos, y por último, fallo, que no puede separarse
de los alegatos y justificaciones.
Creia además el actor subsanado el defecto,
por haber manifestado al contestar al artículo,
flue se entendiera señalado el párrafo primero
con igual número y así sucesivamente ; pero con
eslo no se hacia mas que reconocer elvicio acha­
cado á la demanda, porque la enmienda intenta­
da era irrisoria. En efecto; siendo lo cierto que
la ley, al exigir la numeracion, se propuso dar
claridad á Jas demandas, ¿ cómo podia admitirse
que en un escrito separarlo de ella se cumpliese
aquel precepto? No cabia ese apendice, cuando
se trataba de un requisito material, que debía
adornar á la demanda, y por consiguiente era
inseparable de la misma: separados, resultaba
numerado lo que hemos llamado apéndice, pero
la demanda seguía sin numeración.
En cuanto á no haberse determinado la accion,
el defecto era tan manifiesto y mas importante,
sin que siquiera se hubiese intentado subsanarlo,
pues lejos de ello se habia puesto mas en relieve
diciendo en el escrito de contestacion al articulo',
que al que tiene derecho á una cosa le basta re-.
clamarla. Contra esto habla decisivamente el tex­
to de la ley; yeso sí que le bastaba al que pro­
puso el articulo. Entrando ahora como articulis­
tas en consideraciones, que ya que no sean tras­
cendentales, porque la materia no lo permite,
tengan al menos la pretension de filosóficas, pro­
curaremos corroborar el precepto legal buscando
su razono Poca práctica se necesita para conocer,
que con ambigüedades no es dificil paliar la falta
de verdadero derecho, porque hay muchas veces
apariencias de justicia, que, sin embargo, no
resisten al exámen legal. Para los tribunales lo
justo es únicamente lo que establece la ley ó á
falta de ella la jurisprudencia; y una y otra han
reducido á fórmulas las acciones, que constitu­
yendo ellenguage de la ciencia, que es como si
dijéramos el de la metodizacion y la claridad,
pueden llenar el mas elevado objeto de facilitar la
administracion de la justicia. Yeso cabalmente
se tocaba en el caso de que nos ocupamos: no
conviene á nuestro propósito dar á conocer la
cuestion principal; nos basta asegurar que la per­
sona contra quien se dirigió la demanda no res­
pondia de obligacion ninguna: podia, pues, de­
ducirse aquella con vaguedades; pero al formu­
lar la accion, que es la mejor manera de .preci­
sar el derecho, se hubiese puesto en evidencia
que era absurdo el que se pretendia. Por eso he­
mos dicho que -el defecto achacado por este mo­
tivo á la demanda era el mas importante, sin que
asistiese pretesto siquiera para suponer que se
hacia hincapié en nimiedades: no esto, sino ga­
rantía de justicia es lo que la ley exige, porque
interesa al demandado en gran manera, que se
determine el derecho que se egercita contra él.
Aparte de que, prescindir de los preceptos
legales como frívolos, nos parece sumamente pe­
ligroso. Convenimos en que alguna vez puede
haber exageracion en las disposiciones reglamen­
tarias, pero así y todo queremos que se observen,
porque ellas son el antemural de las de más irnpor.
tancia: cuando las primeras caen en menosprecio,
puede anunciarse como próximo el dia del des­
prestigio de las últimas.
La Excma. Sala' segunda, considerando sub­
sanado el defecto relativo á la numeracion de los
hechos y los fundamentos de derecho, y hacien­
do caso omiso de la falta de espresion de la ac­
cion, no dió Ingar al artículo, como el Juez de
primera instancia, y mandó contestar dentro de
seis dias la demanda.
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Al concluir, justificaremos las palabras que al
principio hemos escrito: acaso nuestros
-
compa­
ñeros creerán, en vista solo de la ley, que pue­
den empeñarse en artículos de incontestacion
por los defectos legales que hemos indicado en
el modo de proponer la demanda, pero la juris­
prudencia condena esa opinion, y lo hacemos
público, porque respetamos la de la Excma. Sala
segunda, como no puede dudarlo quien conozca
que es en nosotros instintiva la sumision t y por­
que creemos sobre todo, que lo que prevalece
en los Tribunales puede no aprovechar á los
que .huscan las verdades de la ciencia en las ele­
vadas regiones de la teoría, pero importa mucho)
acaso mas que la misma ciencia especulativa, á
los que se dedican á la práctica del foro.
,Juan Reig y García,
Seccion oficial.
MINISTERIO DE lA GOBERNACION.
ESPOSICION Á s. M,
Señora: Constituido en virtud de la ley de 6
de Junio de 1845 el consejo Real como cuerpo
consultivo del gobierno para la mejor adrninistra­
cion del Estado, llenó desde un principio digna­
mente el importante objeto desu creacion , sien­
do notorios los servicios que ha prestado en me­
dio de dificultades y obstáculos de varias clases
con que ha tenido que luchar,
Pero habiendo demostrado la esperiencia la
necesidad de introducir algunas modificaciones
en su ley orgánica, fueron éstas consignándose
sucesivamente, ya en resoluciones publicadas con
este solo y determinado fin, ya incidentalmento,
segun la ocasion se presentaba, en diversas le­
yes, Reales decretos y di�posiciones de varia na­
turaleza.
Hace ya tiempo que se confió á una comisión,
compuesta de personas compétentes y distingui­
das en los diversos ramos de la administracion ,
el delicado encargo de formular, juntamente con
las otras leyes administrativas , la respectiva á
aquel alto cuerpo, reuniendo metódicamente en
ella cuanto debe ser objeto de la misma, y com­
pletándola del modo mas adecuado para satisfa­
cer las complicadas necesidades y exigencias
del público servicio,
Llenó esta comision , como era de esperar, sa-
tisfactoriamente su cometido; y tal vez hoy esta­
rian ya rigiendo aquella ley y las demás, con in­
dudable ventaja sobre las antiguas para el servi­
cio del Estado, si circunstancias inesperadas no
hubieran impedido que llegasen á discutirse y
sancionarse oportunamente.
El gobierno podria, como se ha hecho ya al­
guna vez respecto de varias modificaciones par­
ciales, y sin perjuicio de someterla despues á Ia
aprobacion de las Cortes, plantear desde luego ]a
reforma completa que reclama en su concepto la
constitucion del consejo; pero como esta reforma
comprende dos partes, una que toca mas ó menos
á la esencia de la misma institucion, y otra que
es tan solo ampliativa y complementaria de la ley
por que se rige, ha creido oportuno ceñirse sola­
mente por de pronto á lo que, estando dentro de
sus facultades, pueda contribuir á realzar la dig­
nidad del consejo para que, elevándose éste á toda
la altura que la importancia de sus funciones exi­
ge, lleven consigo sus consultas y decisiones el
peso de una irresistible autoridad y las mayores
garantías posibles de maduréz y de acierto.
En tal concepto se limita á proponer por hoy
á V. M. algunas variaciones en el nombre y cate­
goría del consejo, en el número y clase de indi­
viduos que han de componerle , y en los honores
y sueldo que deben disfrutar, Cree desde luego
preferible para este cuerpo el nombre de Con­
sejo de Estado al de Consejo Heal , ya por la ma­
yor autoridad que con la tradicion lleva consigo
aquel título, ya para distinguirle de otros consejos
creados posteriormente con determinada aplica­
cion á rumos aislados y especiales del servicio, y
que llevan Ia misma calificacion de Reales.
Cree que debe tener la categoría inmediata­
menle inferior al consejo de ministros, ya por la
elevacion y amplitud de las funciones que está
llamado á egercer al lado del Gobierno, ya por
las relevantes circunstancias que deben caracteri­
zar á sus individuos,
Considera indispensable al mismo tiempo que
se
-
amplíe el número de consejeros, Los 32 que,
á más del presidente, se fijan en el art. 3. o del
adjunto proyecto, son el mínimum que las comi­
siones consulladas en diversas épocas sobre el
particular han considerado absolutamente indis-
-
pensables para poder organizar las secciones con e]
número suficiente de individuos) á fin de que pue­
dan despacharse sin retraso ni menoscabo del
servicio los muchos y gravísimos asuntos en que
el consejo ha de entender,
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Juzga tambien necesario, por razones apunta­
das anteriormente, circunscribir todo lo posible,
dentro de las categorías mas altas del Estado, la
eleccion de los consejeros. La ley exige para su
nombramiento la circuntancia genérica de haber­
se distinguido notablemente los electos por sus
conocimientos y servicios en las diversas carreras
del Estado; y el Gobierno, persuadido de que no
hay otro criterio mas seguro para cumplir sin er­
rores ni parcialidad este precepto legal, que el
atender con preferencia á la calidad é importan­
cia de los cargos públicos, debidamente com­
binadas con el tiempo que se hayan egercido,
cree haber desenvuelto de la manera mas genuina
y natural, sin violentarle en su letra ni en su es­
píritu, el pensamiento del legisiador, fijando las
categorías, como aparece en los artículos 5.° y
6. o del proyecto.
Como consecuencia necesaria de las premisas
anteriores, parece indispensahle señalar á los con­
sejeros el tratamiento de Escelencia y el sueldo
anual de 60,000 rs. Este aumento en los sueldos
yen el número de individuos del Consejo, si bien
pudiera considerarse como una transgresion de la
ley de presupuestos, por no haber en ella señala­
do más crédito que el necesario para treinta conse­
jeros á razon de 50,000· rs., no lo es en realidad
si se atiende: primero, á que el Gobierno relega
al próximo presupuesto que las Cortes aprueben
el aumento de los sueldos; y segundo, que el de
las tres plazas no ha de gravar de modo alguno al
Erario; porque, atendida la categoría oficial de
que han de hallarse revestidos los consejeros, y
los crecidos haberes pasivos que todos habrán
de ceder en beneficio del Tesoro, vendrá éste á
quedar compensado con esceso por tal concepto
de lo que por el otro haya de satisfacer.
Fundados en todas estas consideraciones, los
que suscriben proponen á la aprobacion de V. M.
el adjunto proyecto de decreto.
Madrid 14 de Julio de 1858. - Señora.­
AL. R. P. de V. M.-El presidente del Consejo
de ministros y ministro de la Guerra y Ultramar,
Leopoldo O'Donnell.-EI ministro de Estado, Sa­
turnino Calderon Collantes.-El ministro de Gra­
cia yJusticia , Santiago Fernandez Negrete.-EI
ministro de Hacienda, Pedro Salaverría.-EImi­
nistro de la Gobernacion , José de Posada Herre­
ra.-EI ministro de Marina, José María Quesada.
-El ministro de Fomento, Rafael de Bustos y
Castilla.
REAL DECRETO.
Conformándome con lo propuesto por el mi­
nistro de la Gobernacion, de acuerdo con mi
Consejo de ministros, vengo en decretar lo si­
guiente:
Artículo 1.0 El Consejo Real se denominará
en adelante Consejo de Estado.
Art. 2. o Su categoría será la primera des­
pues de la del Consejo de ministros.
Art. 3.0 El Consejo de Estado se compundrá
de los ministros de la Corona, de un presidente,
de 32 consejeros, un fiscal, un secretario general.
Tendrá además el número de oficiales, em­
pleados y dependientes que determinen los regla­
mentos.
Art. 4.0 Los consejeros de Estado tendrán el
tratamiento de Escelencia y el sueldo de 60,000
reales anuales. El presidente disfrutará el mismo
sueldo que los presidentes de los Tribunales su­
premos. Por ahora, y mientras no se apruebe este
aumento en el presupuesto del año venidero) per­
cibirán solamente 50,000 rs., que es la dotacion
consignada en el vigente para los consejeros
reales.
Art. 5.0 Para ser consejero de Estado se re­
quiere la edad de 30 años cumplidos y hallarse
. comprendido en alguna de las categorías si­
guientes:
Présidente del Congreso ó del Senado, minis­
tro de la Corona, capitan general del egército ó
armada, embajador, vice-presidente del Consejo
real, presidente de alguno de los tribunales su­
premos ó del de cuentas, haber egercido durante
tres años por lo menos el empleo de ministro de
los Tribunales supremos, consejero real ordina­
rio, teniente general de egércíto y armada.
Art. 6.0 Diez de los nombramientos de con­
sejeros de estado podrán recaer en individuos
que, habiéndose distinguido notablemente por su
saber ó grandes servicios en las diversas earreras
del estado, hubieren además egercido en propie­
dad durante dos años algunos de los empleos
siguientes:
Consejero real ordinario, fiscal ó secretario
del consejo real, ministro ó fiscal de los tribuna­
les supremos, del contencioso administrativo ó
del de cuentas del reino, presidente de la junt.a
consultiva de la armada, mariscal de campo man­
dando capitanía general de distrito, director de
administracion militar ó intendente general de
egército, . gefe de escuadra mandando departa-
observado hasta el presente. (Gaceta del 10 de
Mayo.)
OTRA del 28 recomendando la puntual obser­
vancia del reglamento para el reconocimiento y
declaracion de los individuos de tropa que se
inutilizan para el servicio militar. (Gaceta del10
de Mayo.)
OTRA del6 resolviendo que el Director general
de Artillería se entienda respecto del servicio con
los Subinspectores del cuerpo. (Gaceta del 16.)
OTRA del.26 de Abril dictando lo conveniente
para el inventario, clasificacíon y avalúo de los
artículos de utensilio. (Gaceta del16 de Mayo.)
OTRA del 8 de Mayo acerca de la pension q1le
corresponde á las hijas huérfanas de militares y á
sus viudas que lo sean de segundas nupcias. (Grl­
ceta del 16.)
OTRA del 6 disponiendo que los individuos que
se enganchen ó destinen al egército de Filipinas,
y se hallen en el litoral, sean conducidos por
mar á Cádiz por cuenta de la adrninistracion mi­
litar. (Gaceta del 2fJ.)
,
OTRA del12 resolviendo que todos los quintos
sorteados para milicias provinciales que-se hallen
cumpliendo ó tengan que cumplir alguna condena
correccional impuesta por la jurisdiccion ordina­
ria por los delitos ó fallas que hubiesen cometido,
se les destine, despues de estinguida su condena,
al cuerpo á que lo hayan sido los quintos de su
provincia. (Gaceta del 23.)
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mento ó apostadero, subsecretario de los minis­
terios ó director general de cualquier ramo de la
administracion , secretario general del Consejo de
Estado, superintendente de hacienda pública de
Ultramar, regente ó fiscal de lo civil en las au­
diencias de la Habana y de Manila.
Art. 7.0 A cada una de las secciones. del con­
sejo de Estado asistirá el número de consejeros
siguiente: á la de Estado y Gracia y Justicia, cin­
co; á la de Guerra y Marina, cincu; á la de Ul­
tramar, cinco; á la de Fomento y Gobernacion, sie­
te; á la de Hacienda, cinco; á la de lo contencioso,
cinco.
Art. 8.0 El gobierno me propondrá desde
luego los individuos que al tenor de los artículos
anteriores hayan de componer el Consejo de
Estado.
Art. 9.0 El gobierno dará cuenta á las Cortes
de esta resolucion, presentando á las mismas un
proyecto completo de organización y atribuciones
del Consejo de Estado.
Art. 10. Los reglamentos y todas las demás
disposiciones por las cuales se ha regido hasta
ahora el Consejo Real continuarán en su fuerza y
vigor, en cuanto no se opongan al presente de­
creto.
Dado en palacio á catorce de Julio de mil
ochocientos cincuenta y ocho.-Está rubricado
de la real mano.-El ministro de la Gobernacion,
José de Posada Herrera.
��
CONCLUSION del índice de las disposi­
ciones de interés general contenidas en




MINISTERJO DE lA GUERRA.
CIRCULAR de 22 de Abril declarando que los
gefes y oficiales que sean nombrados Vocales de
las Comisiones de Estadística no tienen derecho á
otro sobresueldo que al señalado en la Real órden
de su nombramiento. (Gaceta del 10 de Mayo.)
OTRA del 2i declarando de dónde se han de
pagar los gastos de hospitalidad respecto de los
provinciales presos y encausados que necesiten ha­
cer uso de ello. (Gaceta del10 de Mayo.)
OTRA de idem resolviendo que para Ia conce­
sion de licencias temporales se siga respecto de
los capellanes castrenses la práctica que se ha
MINISTERIO DE HACIENDA.
REAL ORDEN de 21 de Abhl mandando que
prévias las formalidades que se espresan, el Ad­
ministrador de la aduana entregue al consignara­
rio de un buque los bultos que dejó en un puer­
to y conducia á otro, para que los remita en pri­
mera proporcion, y citándolo como á regla gene ....
ral. (Gaceta del r de Mayo.)
OTRA del 5 de Mayo aprobando la medida
tomada por la direccion general de Rentas estan­
cadas, en cuya circular se hacían varias prevencio­
nes á las Administraciones principales del ramo.
(Gaceta del i.)
OTRA del 12 fijando reglas para que los espe­
dientes de subastas de fincas de mayor y menor
cuantía procedentes del Estado, secuestro de Don
Carlos y corporaciones civiles, celebradas antes
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del Real decreto de 14 .de Octubre de 185fj, se
finalicen á la mayor brevedad. (Gaceta del 18.)
OTRA del12 dictando reglas para la aprobacion
de las redenciones de censos que se espresan
procedentes de bienes del Estado, secuestro de
D. Carlos y corporaciones civiles. (Gaceta del 18.)
OTRA del 8 dictando varias reglas para el em­
padronamiento y marca de los ganados estantes
en las zonas de las provincias fronterizas. (Gace­
ta del 19.)
OTRA del 8 alterando el arancel respecto al
pago de derechos de la cal, yeso comun y mate
que se importen en España. (Gaceta del 19.)
OTRA del 9 mandando que en los depósitos
exigidos por las leyes y reglamentos vigentes se
admitan por todo su valor nominal las acciones de
ca rreteras provinciales de Sevilla. (Gaceta del 22.)
OTRA aprobando la adjunta Instrucción de 12
de Mayo, á que deberán ajustarse- Jas operaciones
de liquidacion de los capitales y de espedicion de
las inscripciones que correspondan á las corpora­
ciones civiles por los bienes y censos de su per­
tenencia enagenados y redimidos. (Gaceta del 18.)
OTRA del 6 mandando que antes de facilitar­
se las guias por las Administraciones de Hacienda
se reconozcan los géneros objeto de las mismas.
(Gaceta del 12.)
CIRCULAR de 10 de Mayo espedida por la di­
reccion general de Rentas estancadas, disponien­
do que á los pueblos, por pequeños que sean, se
les provea de toda clase de efectos estancados.
(Gaceta del 12.)
OTRA del 22 resolviendo que los Santuarios,
rosarios y demás obj etos análogos que los padres
de los Santos Lugares remiten á.la Península sean
admitidos con entera libertad de derechos. (Ga­
ceta del 29.)·
REAL DECRETO de 23 de Mayo mandando pro­
ceder á la enagenacion en pública subasta de
'15,000 quintales de azogue perteneciente al Es­
tado. (Gaceta del 31.)
MINISTERIO DE LA GOBERNACION.
CIRCULAR de 20 de Mayo dictando disposi­
ciones á fin de que en la quinta actual y sucesivas
no se reproduzcan las falsiflcaciones de documen­
tos y otros fraudes para que sean admitidos como
sustitutos hombres que no tienen para serlo las
circunstancias que requiere la ley de reemplazo.
(Gareta del 22.)
REAL ORDEN de 15 de Abril resolviendo que
se remitan al Archipiélago Filipino bastante nú­
mero de cristales con vacuna fresca y de buena
naturaleza. (Gaceta de 25 de lJ!Iayo.)
OTRA de 23 de Mayo dictando disposiciones
para que la diputacion provincial de Santander con­
trate un empréstito de nueve millones de reales
con destino á obras de carreteras. (Gaceta del 26.)
REAL DECRETO de 23 de �Iayo mandando que
se proceda á eleccion general de diputados pro­
vinciales, (Gaceta del 26.)
CIRCULAR de 24 de Mayo dando disposiciones
para la eleccion de diputaciones provinciales.
(Gaceta del 26.)
REAL DECRETO de 23 de Mayo aprobando el
nuevo reglamento para el régimen interior del
Consejo Real. (Gaceta del 30.)
REGLAMENTO para el régimen interior del
Consejo Real, aprobado por S. M. en 23 de lVIayo
y publicado en la Gaceta del 30.
REAL DECRETO de 23 de Mayo autorizando á la
diputacion provincial de Santander para contra­
tar un empréstito con destino á carreteras. (Ga­
ceta del 26.)
REAL ORDEN de 25 de Mayo resolviendo que
no se permita la presentacion de sustitutos en
distintas provincias de aquella en que fueren de­
clarados soldados, los mozos á quienes sustitu­
yen. (Gaceta del 29.)
OTRA del 27 mandando que se envíen á los
capitanes generales las carlas de pago originales
ó documentos, de entrega de 6,000 rs. para la re­
dencion del servicio militar. (Guceu: del 29.)
MINISTERIO DE MARINA.
REAL OHDEN de 19 de Mayo resolviendo que la
admisión de artilleros alumnos de la escuela de
condestables, pueda hacerse en los departamentos
del Ferrol y Cartagena, como en el de Cádiz
baj o las reglas que se espresan. (Gaceta del 21.)
Por la secclon oficial, Eduardo Alard.
Transcribimos el siguiente dictámen
de la Junta de Gobierno de este Ilustre
Colegio, dado por mandato de una de las
Salas de la Excma. Audiencia del territo­
rio, á peticion de parte, sobre regulacion
de honorarios de un Letrado, porque le
ma general se vean envueltos los que con no­
ble orgullo se dedican y consagran á las ta­
reas del foro.
La segunda y mas notable consecuencia
es que al aconsejar á la parte el derecho que
puede asistirle para pedir la reducción de los
honorarios de un Letrado, se promueve uu inci­
dente que ocasiona á Ia parte reclamante tan­
tos gastos, que de ninguna manera puede com­
pensar con la reduecion, si es que llega it
alcanzarla; y contra la esperanza que se le
hahia hecho concebir de no desembolsar tanto
dinero, ve que tiene que aprontar dobladas
costas; llegando al estremo, permita V. E. la
frase , de renegar ellitigante hasta de su Abo­
gado porque le aconsejó presentar la queja.
Males son estos que la Junta quisiera evi­
tar; y ya que no esté en sus manes haeerlo ,
aprovecha al menos todas las ocasiones que se
le presentan para hacer pública manifestacion
de sus sentimientos á fin de lograr se inspiren
de ellos los Abogados de este Colegio, y corten
en cuanto les permita el derecho no controver­
tible de las partes los incidentes sobre regula­
cion de derechos.
En el que ahora ha promovido D. N. N.
en nombre de D. R. R. ve la Junta sobra de
injusticia y sinrazon ; porque .los fundamentos
en que lo apoya ni en la Ley se basan, ni en la
práctica. No en la Ley, porque á los Letrados
no alcanza la accion de los aranceles en cuanto
á la reduccion que señala á los subalternos en
los negocios de menor cuantía. Es este sin em­
bargo el primer fundamento de N. No en la
práctica, porque no la hay en este Colegio de
regular los honorarios á razón en 20 rs. por
foja: y si algun dia existió esa práctica, ne­
cesariamente hubo de cesar desde el momento
en que el Gobierno declaró il Valencia ciudad
de primera clase para el pago del subsidio in­
dustrial: desde entonces, elevada la cuota hu­
bo necesidad de elevar los derechos; siendo ya
general práctica exigir 30 rs. por foja, á la
que se ha atemperado en sus escritos el Letra-
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creemos de interés para nuestros compa­
ñeros, estando en un todo conformes eon
los principios que en él se sustentan.
..
Excmo. Sr.: La Junta del Colegio de
Abogados' de esta ciudad, al informar sobre
la regulacion de los honorarios deyengados por
el Letrado D. � F. cuya reduccion pide Don
N. N. en nombre de D. R. R., se ve otra
vez compelida á manifestar lo mucho que la
afecta la repeticion de estos actos, no porque
rehuya el trabajo que en sí llevan, antes lo ad­
mite y desempeña con singular esmero y cui­
dado, por ser otra de sus muchas y honrosas
obligaciones, sino porque ve en ellos aIgun tan­
to comprometido el decoro de la clase, tratán­
dose de medir y compasar los productos de lar­
gas y difíciles tareas mentales en cuyo egerci-­
cio consúmense las, fuerzas del alma, y agótan­
se y se enervan las del cuerpo.
y no es porque ignore esta Junta que al­
gunas veces haya esceso en la consignacion en
los honorarios bien en los escritos, bien en las
defensas orales; es porque se va haciendo co­
mo de moda el inculcar á la parte vencida en
un negocio que aduzca queja contra los del'e­
chos del Letrado de la parte vencedora, origi­
nándose con tan lamentable modo de proceder,
dos consecuencias que han llamado con razón
la atencion de esta Junta de Gobierno, y que
espera la misma impulsarán al Gobierno á to­
mar alguna medida que restrinja y modere la
libertad de que ahora gozan las partes para
quejarse de los haberes que en la direccion de
los negocios devengan los Letrados.
La primera consecuencia es el ataque di­
recto al buen nombre del Letrado: quejarse
de la regulacion que ha hecho de sus trabajos,
equivale á decirle que no tiene conciencia de
la noble profesión que egerce; equivale fI de·
cirle que, prevalido de sn posicion, ataca la for­
tuna dellitigante; y como quiera que esto suie
al público y se propaga y difunde mas de lo que
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do D. F. F. Ès este el segundo fundamen­
to de N.
Respecto al tercero, la Junta no cree atendible
la razon en que se apoya: al evacuar el traslado
conferido por decreto de. 1.0. de Mayo, sobre
la separacion de D. R. R., el Letrado n. F. F.
ha creido conveniente á los intereses y dere­
chos de sus clientes reclamar los perjuicios que
á éstos les ha originado la conducta de su ad­
versario ; y para conseguirlo se ha visto obli­
gado á hacer la relacion exacta de los hechos.
Sí Ia conciencia de su deber le ha impulsado á
reclamar perjuicios, si .para fundar esta recla­
macion ha sido necesaria la narración y apre­
ciacion legal en los hechos, claro es que no
ha debido concretarse á un simple escrito de
allanamiento, claro es que al redactar el escrito
de 8 de Mayo no ha rebasado la línea de
conducta .de un Abogado pundonoroso; y por
consecuencia desaparece en su buse el argu­
mento de N. consistente en que el evacue del
traslado debió ceñirse á si el poder presentado
era, ó no) bastante al efecto de la separacion.
Es cuanto, en cumplimiento del decreto
de 7 de Junio, tiene esta Junta la honra de ele­
var á su superior resolucion. Valencia etc.
Variedades.
El TIMES de Nueva-York publica el
siguiente curioso artículo:
« Cuando enumeramos, dice, las probabilida­
des que tienen los delincuentes de este Estado de
sustraerse á la persecucion de Ia justicia, pasa­
mos por alto su felicidad de fugarse de las cárce­
les. Aprovechamos esta ocasion para agregar á la
lista que hemos publicado, los casos siguientes:
Probabilidades que tienen nues­
tros delincuentes de burlar il
la policía. . . . . . . . .. 50 contra 1
Probabilidades de que el Attor­
ney de distrito no llegue á
constituir un jurado compues­
to de otra clase de personas
que de aquellas que simpati­
zan con los criminales, tan
ignorantes y estúpidas que
nunca han leido ni siquiera
un periódico. . . . . . . .
Probabilidades de que eljurado,
compuesto de la clase de per­
sonas citadas, no pueda venir
á un acuerdo. . . . . . . .
Probabilidades de que en los ca­
sos en que se haga patente y
esté casi probado un asesina­
to, si llega á declararse cul­
pable al asesino, lo sea solo
de homicidio casual en pri­
mero ó segundo grado....
Probabilidades de que el acusa­
do sea puesto en libertad. . .
Probabilidades de que, en caso
de estar convicto el acusado,
se procederá á sustanciar de
nuevo la causa por haberse
cometido en el primero trein­
ta desatinos y otras tantas in­
formalidades, quince por par­
te del defensor y las otras
quince por el juez. . . . . .
Probabilidades de que el segun­
do juicio no tenga mejor éxito
que el primero, por haberse
hecho desaparecer, en el in­
tervalo de uno á otro, las
pruebas que podian alegarse.
Probabilidades de que, estando
convicto el delincuente, y
sentenciado á la pena capital,
el gobernador le perdonará
en razon á su depravada ju-.
ventud, su costumbre de em­
borrachase, lo repugnante de
la ofensa cometida, la reco­
mendacion del jurado, del fis­
cal 6 de algunos políticos de
influencia. . . . . . . . . .
Probabilidades en favor del pri­
sionero, por ser-este jóven de
depravada conducta y dado á
la bebida .
Probabilidades de que á poco
tiempo de conmutada la sen­
tencia, se escapará de la c�l ...
cel y volverá á su antigua vida
de crímenes. . . . . . . . .
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de su fuga, no se ofrecerá
mayor récompensa por su nue­
va aprehension que la que pu­
diera pagarse por el hallazgo
de un buno, que se hubiese
estraviado. . . . . . . . . . 50 contra 1
Tal es, en nuestro concepto, una pintura
exacta é imparcial de la suerte que le aguarda á
cualquier caballerete de esta ciudad al emprender
la gloriosa carrera de lad ron y asesino. A prime­
ra vista se comprenderá que el castigo correspon­
diente á sus fechorías, es cosa la mas remota
posible, y que los riesgos ó percances de este
modo rle vivir, no son, en verdad, mas que inci­
dentes agradables que le incitan á proseguir en
sus variadas aventuras.
Nos han sugerido estas observaciones la fuga
de Sailor Dan de la prisión de Sing Sing, donde
debia permanecer, COil arreglo á su sentencia,
por el término de '10 años, á causa de lo.s peea­
dillos veniales de asesinato y estupro. Como in­
dudahlemente halló aquel retiro algo monótono y
desagradable, alivió al pueblo de los gastos de su
manutencion, abandonando la penitenciaría, y por
si álguien creyese que la recompensa ofrecida por
el gobernador al que aprehendiese á Sailor Dan y á
otro pájaro de cuenta, merece la pena de esponer
la vida y perder el tiempo en buscarlos, .Ie dire­
mos que aquella no escede de la suma de ciento
cincuenta duros. La fuga de Sailor Dan es una de
tantas pruebas como hemos presentado al público
de la terrible impunidad en que aquí quedan los
crímenes; impunidad que tanto caracteriza á nues­
tra administracion de justicia, y sobre la cual
insistiremos hasta que se adopte algun medio para
arrancar á nuestros cortacabezas y asesinos de las
manos de abogados ramplones, de jueces longo­
manos y de gobernadores blandos de corazon.
Insistimos en nuestra idea, no solo por lo
espuestas que tenemos nuestra vida y propiedades
en el actual estado de cosas, sino por los terri­
bles males políticos que trae consigo. A la mala
y corrompida administracion de nuestras leyes,
al abandono y timidéz de nuestros jueces, y á la
ineficacia de la policía, se deben la mayor parte
de los grandes escándalos que se cometen en
nuestra metrópoli y que hacen que el mundo mire
con desconfianza y desprecio nueslras institucio­
nes. A este estado de cosas se debieron los -des­
órdenes revolucionar'ios cometidos en San Fran­
cisco hace dos años, y el mismo ha producido la
anarquía que reina en Nueva-Orleans. Nuestro
turno, si no ponemos remedio á ello, nos ha de
llegar tarde ó temprano, y entonces nuestra de­
gradación y nuestra ignominia serán completas.
Males como los que nos afligen no pueden menos
que degenerar en tumulto público; porque no
hay comunidad alguna de nuestra raza que vea
con indiferencia á los tribunales abrir troneras en
las leyes para que por ellas se escapen los crimi­
naJes; y al egecuti vo compadecerse de los asesi­
nos entregando á los' inocentes é indefensos á
merced de los malhechores.
Lo que nosotros deseamos es que haya legali­
dad en los procedimientos, y que se castigue al
que lo merezca. Queremos que todo criminal sepa
que si las pruebas aducidas contra él son insufi­
cientes, se le declarará culpable, y que, si se le
declara culpable, ha de sufrir el condigno cas­
tigo. Atenuad la pena si quereis ; pero no dejeis
esperanza alguna á los culpables luego y que se
hallen en poder de la policía. No debernos con­
sentir que pase otra legislatura sin que haya ulla
reforma completa en el enjuiciamiento criminal;
reforma que nos libre de las farsas que diaria­
mente presenciamos, como la de la formacion del
jurado para entender en la causa de Cancemi, y
como la de grave discusion que siguió al último
juicio sobre cuál juez ó cuál tribunal tenia dere­
cho á sentenciarlo á la pena de muerte que tanto
merecia."
Han abierto sus despachos en esta capital los
Escribanas Reales y del número de esta ciudad
D. José Montait y D. Bernardo Castañeda. Espe­
ramos que el público les dispensará la favorable
acogida que merecen por su probidad é inteli­
gencia.
D. Felipe de Moltalban ha sido nombrado Juez
de primera instancia del distrito de Serranos de
esta capital, vacante por cesantía de D. Matías
Diaz del Prado.
En la causa contra el juez de paz de Albalat
por desacato al alcalde del mismo pueblo, de que
dimos cuenta en uno de nuestros números ante­
riores" ha pronunciado sentencia la Excma. Sala
primera de la Audiencia del territorio absolvien­
do del cargo á dicho juez de paz sin que le sirva
de nota el procedimiento ni la prision sufrida.
Pur la seccion de variedades y por lo no firmado:
� Antonio Ballester.
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